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DERECHOS A LA EDUCACIÓN, IGUALDAD, SEGURIDAD Y AMBIENTE SANO / CLASES DICTADAS EN LOS SALONES DE LA PARROQUIA DEL BARRIO / TIEMPO DE DESCANSO EN EL  PARQUE DEL BARRIO SIN LA DEBIDA SEGURIDAD. “[C]on la información arrimada al dossier, en especial de las fotografías allegadas y el CD contentivo de un video, se  observan algunas de las condiciones en las que los niños deben recibir clases en dichos salones, lo cual se percibe desde la calle cuando la puerta está abierta, así mismo algunos padres de familia se ubican en las afueras del lugar hasta tanto los menores tengan la vigilancia de un profesor, evidenciándose incluso que al terminar sus clase algunos estudiantes permanecen solos en la calle a la espera de las rutas de transporte, sin personal alguno que los cuide. Igualmente se percibe que al momento en que los niños salen al parque del barrio Guadalupe, son pocos los profesores encargados del cuidado de los niños y no se evidencia seguridad alguna por parte de la Policía Nacional, no obstante que según lo expresado en sede de tutela por parte del Comandante de Policía de Dosquebradas se coordinó la prestación de tal servicio durante las jornadas de ingreso y salida de alumnos, así como en la hora de descanso. Es evidente que la situación que viven los niños de grados sexto de bachillerato y tercero de primaria que reciben su formación en los salones de la parroquia del barrio es diferente, en relación con los que se hallan en la sede principal de la institución, los cuales gozan de mejores condiciones y permanecen en un lugar seguro para sus actividades curriculares, toda vez que los primeros carecen del entorno adecuado para que su proceso educativo se preste en un ambiente digno. (…) [E]n el presente asunto y como se dijo al principio de esta decisión, ya existe una sentencia que guarda plena congruencia fáctica con la que ahora es objeto de estudio, por medio de la cual se ampararon los derechos de los accionantes, fallo este que tiene efectos inter pares al cobijar a todos los estudiantes de los grados tercero de primera y sexto de bachillerato del colegio demandado, (…)En la mencionada Sentencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda, luego de amparar los derechos fundamentales agraviados, se impartieron órdenes a la Secretaría de Educación de Dosquebradas, así como al Rector del colegio accionado, a los cuales se les exigió que: “en el término de cinco (5) días, contados a partir  de la notificación de la presente providencia, procedan con el reintegro de los menores de los grados sexto y tercero de primaria a la sede central de la mencionado I.E., para lo cual, deberán acondicionar los laboratorios o salones que tengan dispuestos para cátedras que no requieran un uso constante, como lo son los laboratorios e arte, sistemas, electrónica, la biblioteca o cualquier otro que cumpla con el espacio y las condiciones físicas para ubicar a los estudiantes”. Así mismo que: “en el término de seis (6) meses contados a partir de la reubicación de los menores, la Secretaría de Educación municipal de Dosquebradas, deberá hacer entrega de las cuatro aulas adicionales a las ya existentes, para cubrir la demanda de alumnos.” Para esta Corporación, en consonancia con lo ya decido por el Tribunal Administrativo, los derechos a la educación, igualdad, seguridad y ambiente sano de la menor SALOME RÍOS SERNA, así como de los otros pequeños que hacen parte del grupo tercero, se encuentran siendo vulnerados por la Secretaría de Educación de Dosquebradas y la Institución Educativa Nuestra Señora de Guadalupe, y por ende se ampararán los derechos reclamados.”.
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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la señora MÓNICA MARÍA SERNA HINCAPIÉ como representante legal de la menor SALOME RÍOS SERNA contra el Ministerio de Educación, la Alcaldía Municipal de Pereira y la Secretaría de Educación del Municipio de Dosquebradas.     

2.- SOLICITUD 

Los hechos puestos en conocimiento por parte de la madre de la menor RÍOS SERNA, se pueden sintetizar de la siguiente manera: (i) su hija está matriculada en grado tercero en la Institución Educativa Nuestra Señora de Guadalupe de Dosquebradas, pero fue cambiada de sede y llevada a los salones de la parroquia, sin que se hubiere autorizado dicho traslado, ni se les advirtiera de ello; (ii) las instalaciones donde fue ubicada son garajes vehiculares, sin un entorno escolar sano, al carecer de infraestructura que les brinde seguridad, recogimiento y protección, ya que no cuentan con espacios adecuados, los baños deben ser compartidos por niños y niñas, no hay ventanas ni ventilación apropiada, el acceso a algunos grupos de grado tercero se realiza por unas escaleras empinadas, y la iluminación es deficiente, con lo cual se desmejoraron las condiciones de los estudiantes de tercero y sexto; (iii) su hija  de grado tercero está en un garaje que tiene acceso directo a la calle, sin vigilancia y por ende se les puede interferir en los momentos de clases, pues para ventilar el sitio la puerta debe mantenerse abierta, lo que implica que cualquiera pueda ingresar con riesgo para los niños, además que al ubicar vehículos frente a la entrada, dichos gases ingresan al recinto; (iv) la recreación de los 111 niños que se encuentran allí se hace en el parque del barrio Guadalupe, sin acompañamiento policial, y el sitio no ofrece ninguna medida de seguridad para que allí permanezcan los menores; (v) el traslado de los niños de tercero y sexto fue producto de la imposición de algunos padres -comisión negociadora-  y el rector del colegio, sin tener en cuenta su opinión, y (vi) dicho movimiento coloca a los niños de tercero en indefensión y les da un trato desigual frente a los demás alumnos y el descontento de los padres se prueba con una solicitud que 73 de ellos elevaron petición a la Secretaría de Educación, donde se pedía su retorno a la sede principal del colegio, y como resultado de ello se reúnen con el señor CONRADO BELTRÁN ROBAYO, como representante de esos padres de familia, diferentes autoridades, donde reitera tal pedimento,  al cual no se accedió.
Pide en consecuencia se tutelen los derechos fundamentales a la educación y un ambiente sano para SALOME RÍOS SERNA y por ende se ordene lo siguiente: (i) que la niña, así como a los demás estudiantes del grado tercero -que deseen hacerlo- regresen a la sede central del colegio; (ii) que se conforme un nuevo grupo de alumnos de tercero, con su hija y los demás que quieran hacerlo y que se encuentran en los garajes; (iii) se protejan los derechos a la seguridad e integridad de su descendiente al recibir clases en un salón sin protección y ser llevada al parque solo al cuidado de un profesor, lo cual los expone a un riesgo excepcional; (iv) se proteja el derecho a la igualdad de la niña así como aquellos del grado tercero, para que tengan las mismas condiciones que tienen los niños ubicados en el plantel; (v) se proteja la prevalencia de los derechos de los niños, por encima de la pretensión de construir nuevas aulas en el colegio y se exija a la Secretaría de Educación que su hija y los estudiantes de tercero que lo deseen, se ubiquen en el salón de artes; (vi) que tanto la Secretaría como la Rectoría del colegio no afecte al nuevo grupo con traslados a otras instituciones como retaliación, o hasta tanto los padres sean los que decidan al respecto, y (vii) que las accionadas pidan perdón en acto público con la comunidad educativa, y garanticen la no repetición de la vulneración de derechos fundamentales.
3.- contradictorio
La Sala dispuso la vinculación al trámite del Ministerio de Educación, el Alcalde Municipal y el Secretario de Educación de Dosquebradas, así como el Rector de la Institución Educativa Nuestra Señora de Guadalupe, el representante de la Asociación de Padres, el señor CONRADO BELTRÁN ROBAYO, el cura párroco de la Iglesia del barrio Guadalupe y el Comandante de Policía de Dosquebradas, quienes al respecto informaron lo siguiente:

- El Comandante de la Estación de Policía de Dosquebradas, luego de hacer alusión a la misión institucional y a las labores que desempeñan los policiales que prestan su servicio en el “cuadrante”, expresa que además de permanentes labores de control y disuasión,  se ha implementado el “plan baliza” consistente en acompañar a los estudiantes que utilizan el parque Guadalupe para actividades académicas, con lo cual se previene la comisión de delitos y se mejora la percepción de seguridad en el sector.  Estima que la policía ha actuado de acuerdo a la misión que les fue establecida para garantizar el goce y disfrute de los derechos y libertades de los alumnos, por lo cual solicita que no proceda la tutela en su contra, al no vulnerar derecho fundamental alguno.

- El Ministerio de Educación Nacional por intermedio de una asesora de la oficina jurídica solicita su desvinculación del presente  por falta de legitimidad por pasiva, ya que de conformidad con la Ley 60 de 1993, el servicio público de educación se descentralizó y dicha cartera certificó a los departamentos que reunían requisitos y les hizo entrega de la administración de las instituciones educativas, personal docente y administrativo; adicional a ello, el Ministerio no representa ni es superior de la Secretaría de Educación.

- El Secretario de Educación del Municipio de Dosquebradas, informa lo siguiente: (i) a raíz del cierre de la sede del colegio situada en el barrio Buenos Aires llamada “Club de Leones”, se determinó que los alumnos y planta docente deberían ser reubicados en otras instituciones, pero el rector de la época y los padres de familia pidieron que no se obrara de tal manera  y se habilitaron algunos salones, entre ellos los laboratorios para su traslado, lo que se concretó desde el segundo semestre de 2016; (ii) como según el rector de la época había hacinamiento y no se podían utilizar la biblioteca ni los laboratorios, los padres de familia desescolarizaron algunos alumnos, movilizándose en señal de protesta y en septiembre 5 de 2016 se realizó una mesa de concertación, donde se acordó construir 4 aulas dentro de la sede principal y buscar un sitio para atender los escolares de la sede del Club de Leones; (iii) se buscó un lugar en la zona de influencia del colegio para albergar temporalmente a los estudiantes y los más apropiados fueron cuatro salones de la parroquia del barrio Guadalupe, cuyas condiciones fueron aprobadas, a la vez que se pidió apoyo a la Policía Nacional y Secretaría de Tránsito para proporcionar seguridad a los educandos; (iv) todos los grupos están regidos por las normas que regulan la educación y dentro de las funciones del rector, está la de disponer la organización y ubicación de los estudiantes, sin estar supeditado al sitio en que ello se presente, máxime que fue la misma comunidad la que mediante protestas exigió que la totalidad de éstos no podían estar en la sede principal y por una parte de éstos debía estar en lugar distinto; (vi) el traslado no ha desfavorecido la situación académica de los alumnos, al contar con elementos, materiales y los profesores requeridos, sin desconocer la intensidad horaria, ni el horario académico y recibir formación con iguales lineamientos de quienes están en la sede principal; (vii) los salones de la parroquia no son unos garajes, nunca se han dispuesto como tal y los mismos cumplen con las condiciones requeridas para ser usados como salones de clase; (viii)  si bien los escolares deben dirigirse durante el descanso al parque Guadalupe, se hace en coordinación con profesores y éste se da en circunstancias de seguridad, pues la policía hace presencia en dicho parque; (ix) el señor CONRADO ROBAYO BELTRÁN interpuso similar tutela que tramita el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda; (x) los estudiantes no fueron situados en los salones de la parroquia de forma definitiva, sino temporal, mientras en este  año se construyen cuatro aulas dentro de la sede principal, respecto de lo cual el Ministerio de Hacienda aprobó la partida de la cual se tomaran recursos para tal labor;  (xi)  aunque  todos los niños y docentes no se pueden albergar por falta de espacio en la sede principal del colegio, los salones donde están garantizan de manera provisional los requisitos mínimos de educación, sin que exista imposición alguna para su  ubicación en ese sitio pues ello se dio como consecuencia del acuerdo logrado en septiembre 5 de 2016, pero no obstante desde un comienzo se les ha ofrecido situar a los estudiantes en cualquiera de los demás colegios del municipio, mientras se construyen las cuatro aulas, ofrecimiento que aun persiste; (xii) no se vulnera el derecho a la igualdad ni se discrimina a los alumnos pues a los niños se les garantiza el derecho a la enseñanza al tratarse de una sola institución con independencia de las sedes que pueda tener y aunque unos deban utilizar el parque para su descanso, esto se da al aire libre, en un lugar amplio y con menos alumnos, al ser el hacinamiento uno de los motivos para su traslado; (xiii) a raíz de la petición elevada por varios padres de los niños, se procedió a entregar las aclaraciones pertinentes y no obstante que en principio fueron 73 los firmantes, solo 14 han pedido al rector el cambio a la sede principal, y (xiv) pide se niegue lo pedido al no vulnerarse derecho fundamental alguno.
- El Presidente de ASOFAMILIA del Colegio Nuestra Señora de Guadalupe, expresa que las aulas se consiguieron con el aval de un grupo interdisciplinario y en la secretaría de educación reposan 132 firmas de padres de familia de los grados mencionados en la tutela que desisten de cualquier demanda por este tema.  Aduce que respetan la decisión que se adopte, pero deja constancia que se han realizado todos los trámites legales para garantizar la enseñanza al 100% de los alumnos del colegio.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.  Igualmente, copia de la  sentencia de tutela proferida en febrero 21 de 2016 por la Sala Cuarta de Decisión del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda, que hace alusión a los mismos hechos objeto de esa acción.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación a los derechos fundamentales de la actora; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 C.N., toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Con antelación a ingresar en el fondo del asunto, debe hacer claridad la Sala que del estudio del escrito de tutela, así como revisado el Sistema Siglo XXI, no se halló anotación alguna sobre acciones por idénticos hechos a los que fueron puestos en conocimiento por parte de la señora SERNA HINCAPIÉ; no obstante, en febrero 21 de 2016 y con ocasión de la respuesta entregada a esta Corporación por el Secretario de Educación de Dosquebradas, se observa que ante el Tribunal Contencioso Administrativo se tramitó similar acción interpuesta por el señor CONRADO BELTRÁN ROBAYO, a la que se acumularon otras tutelas más, y en esa misma fecha se profirió el fallo por medio del cual se ampararon los derechos fundamentales de los menores allí relacionados, a la vez que se impartieron órdenes concretas a la Secretaria de Educación y al Rector del Colegio Nuestra Señora de Guadalupe para que tanto los estudiantes de los grados tercero de primaria y sexto de bachillerato sean trasladados a la sede principal de ese plantel.

Con ese obligado prolegómeno, que necesariamente debe tenerse en cuenta para proferir la decisión que corresponda en este evento, y con miras a evitar fallos contradictorios por tratarse de idéntico asunto, debe señalar la Sala que en el presente caso la señora MÓNICA MARÍA SERNA HINCAPIÉ, como representante legal de la menor SALOME RÍOS SERNA, concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos fundamentales a la educación, seguridad, igualdad y un ambiente sano para su descendiente y los demás estudiantes del grado tercero del Colegio Nuestra Señora de Guadalupe de Dosquebradas que considera vulnerados por tanto por éste como el Ministerio de Educación Nacional, la Alcaldía Municipal y la Secretaría de Educación de ese mismo municipio, por cuanto los citados adolescentes fueron trasladados de la sede principal del plantel a unos salones ubicados en la parroquia del barrio Guadalupe, que no cumplen con las condiciones mínimas para que allí se les imparta enseñanza.  
Con antelación a abordar el caso concreto, debe indicarse que la evolución social tiene como cimiento la buena educación de su elemento humano, es por ello que para el Estado la garantía de este derecho debe ser prevalente y prioritario
, y se hace indispensable que para su normal desarrollo se tengan las herramientas necesarias que permitan una participación activa y equitativa a cada una de las personas e instituciones que en ella intervienen.
Sobre el derecho a la educación en la Sentencia T-008 de 2016, la Corte Constitucional señaló:

“3. Prevalencia de la protección constitucional de los niños, niñas y adolescentes y la garantía del derecho a la educación.

El artículo 13 de la Constitución Política prevé el deber de protección especial que tiene el Estado, la Sociedad y la Familia frente a los niños, niñas y adolescentes en consideración a la condición de debilidad manifiesta y extrema vulnerabilidad en que se encuentran por su condición de ser humano en proceso de formación y desarrollo. Este deber de protección se reitera en el artículo 44 de la Constitución Política que declara que los derechos de los niños, niñas y adolescentes prevalecen sobre los de los demás - aspecto ampliamente desarrollado por esta Corporación en numerosa jurisprudencia -, y enfatiza que existe corresponsabilidad de la familia, la sociedad y el Estado frente a “la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos”. 

Uno de tales derechos es a la educación, contemplado en el mismo artículo 44 de la Constitución como derecho fundamental de los niños y niñas.

Esta corresponsabilidad en relación con el derecho a la educación se encuentra expresamente consagrada en el inciso 3º del artículo 67 de la Constitución, que igualmente establece la educación será obligatoria entre los cinco y los quince años de edad y que comprenderá como mínimo, un año de preescolar y nueve de educación básica.

El carácter fundamental del derecho a la educación es un desarrollo de preceptos constitucionales, como lo son los artículos 67 y 68 de la Carta Política, definido como un servicio público con una función social. Adicionalmente, la jurisprudencia constitucional, ha reconocido que dicho derecho, tiene carácter de fundamental en dos eventos: (i) cuando se amenace otro derecho de igual raigambre, y cuando el titular del derecho es un sujeto de especial protección, como es el caso de los menores de edad. 

La jurisprudencia Constitucional ha señalado que recae sobre el Estado la obligación de propender por la protección del derecho a la educación, por cuanto está permite el desarrollo de las capacidades no solo intelectuales, sino culturales y formativas del ser humano con el fin de mejorar las alternativas de vida de las personas.”

El artículo 67 C.N. define la educación como “un derecho de la persona y un servicio público que tiene una función social”, con el cual se busca “el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura.”, normativa ésta que establece igualmente que corresponde al Estado “regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de la educación con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus fines y por la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos; garantizar el adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los menores las condiciones necesarias para su acceso y permanencia en el sistema educativo.”
Precisamente en la sentencia ya aludida, también se dijo:

“Del artículo 67 constitucional se predica que el derecho a la educación comporta múltiples proyecciones; como derecho fundamental, como derecho prestacional y como un derecho-deber.

En cuanto a la primera proyección, este Tribunal ha precisado que los derechos fundamentales poseen una “multiplicidad de facetas” que implica para su satisfacción el cumplimiento obligaciones negativas y positivas por parte del Estado.  Es por ello que catalogar de prestacional un derecho constitucional resulta un error, pues dicha atribución se predica solamente a una de las facetas y no del derecho como un todo. Este enfoque llevo a que la Corte Constitucional entendiera, al igual que en el marco del DIDH, que todos los derechos fundamentales dirigidos a la realización de la dignidad humana deben ser considerados derechos fundamentales, sin distinguir si se trataba de un derecho de primera o segunda generación.  

El carácter prestacional del derecho a la educación implica frente al Estado no sólo el compromiso de desarrollar actividades regulares y continuas encaminadas a satisfacer las necesidades públicas, sino también la obligación de vigilar e inspeccionar la educación.

El sentido fundamental y prestacional que posee el derecho a la educación, comprende dos planos respecto del educando: la de ser titular del derecho y la de acreedor de un servicio público. Dentro de este último se estructura la proyección del derecho-deber en la educación, que se refiere concretamente a las obligaciones que se generan por parte de los planteles educativos –públicos o privados- con los estudiantes  y la obligación que tienen éstos a cumplir con los deberes y obligaciones que se estipulan en el reglamento estudiantil.

Aunado a lo anterior, el derecho fundamental a la educación de los menores de 18 años cobra especial relevancia en atención al principio del interés superior del niño, el cual debe responder a sus necesidades. El Estado tiene la obligación de determina las medidas pertinentes para la prestación del servicio, las cuales, deben atender al interés de niños, niñas y adolescentes sobre otras consideraciones y derechos, para así apuntar a que reciban un trato preferente, de forma que se garantice su desarrollo integral y armónico como miembro de la sociedad, no sólo como sujetos de protección especial sino como plenos sujetos de derecho.
”

Con miras a garantizar no solo la educación de los estudiantes, sino su permanencia en el sistema escolar, se han expedido diversas normas por medio de las cuales se define y se desarrolla la organización y prestación del servicio educativo, responsabilizándose de manera conjunta al Estado, a la familia y a la sociedad como promotores y vigilantes del mismo -Ley 115 de 1994-, y donde igualmente se definen las competencias de las entidades territoriales y la asignación de recursos para la prestación del servicio educativo -Ley 715 de 2001-

En el presente caso considera la madre de la menor SALOMÉ RÍOS SERNA, que tanto a su hija como a los demás estudiantes del grado tercero se le vulneran sus derechos fundamentales, en tanto los mismos fueron llevados de la sede principal del Colegio Nuestra Señora de Guadalupe, a una alterna, esto es, a los salones de la parroquia del barrio Guadalupe, donde no se cumplen las condiciones necesarias para que aproximadamente 111 alumnos de los grados tercero de primaria y sexto de bachillerato permanezcan allí.

Y ello es cierto, porque de la información aportada al dossier se extrae que las circunstancias en las que actualmente se encuentran los estudiantes que reciben su formación en dichos salones no es la mejor, como se aprecia de las pruebas allegadas a la actuación, aunque para la Secretaría de Educación de Dosquebradas ninguna afectación a derechos fundamentales se presenta, toda vez que dicho movimiento es temporal, amén que se está a la espera de que sean girados los dineros por parte del Ministerio de Hacienda para la construcción de cuatro aulas de clase adicionales, lo cual es de conocimiento de los padres de familia.

Así mismo, se esgrime que el traslado de los niños a los salones de la Parroquia no fue una imposición del colegio ni de la Secretaría de Educación, sino que obedeció al acuerdo logrado en una mesa de concertación con los padres que protestaron públicamente a raíz del hacinamiento en el plantel con ocasión de la llegada de estudiantes que se encontraban ubicados en la sede “Club de Leones” que debió ser cerrada por problemas estructurales, lo cual implicaba que algunos de los espacios de la institución, como los laboratorios de física, química, sistemas, artes, electrónica y la biblioteca, debieran ser utilizados para albergarlos.

Como vemos, en este asunto se encuentran enfrentados los derechos de los niños que están situados en la sede principal del colegio, frente a los de aquellos que fueron llevados a una sede alterna, que no cuentan con las condiciones esenciales para recibir clases, por lo cual debe hacerse uso del principio de proporcionalidad, con miras a resolver el conflicto que se presentan entre diversos derechos fundamentales, como así lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional
.

Al quedar establecido con la información arrimada al dossier, en especial de las fotografías allegadas y el CD contentivo de un video, se  observan algunas de las condiciones en las que los niños deben recibir clases en dichos salones, lo cual se percibe desde la calle cuando la puerta está abierta, así mismo algunos padres de familia se ubican en las afueras del lugar hasta tanto los menores tengan la vigilancia de un profesor, evidenciándose incluso que al terminar sus clase algunos estudiantes permanecen solos en la calle a la espera de las rutas de transporte, sin personal alguno que los cuide.  Igualmente se percibe que al momento en que los niños salen al parque del barrio Guadalupe, son pocos los profesores encargados del cuidado de los niños y no se evidencia seguridad alguna por parte de la Policía Nacional, no obstante que según lo expresado en sede de tutela por parte del Comandante de Policía de Dosquebradas se coordinó la prestación de tal servicio durante las jornadas de ingreso y salida de alumnos, así como en la hora de descanso.

Es evidente que la situación que viven los niños de grados sexto de bachillerato y tercero de primaria que reciben su formación en los salones de la parroquia del barrio es diferente, en relación con los que se hallan en la sede principal de la institución, los cuales gozan de mejores condiciones y permanecen en un lugar seguro para sus actividades curriculares, toda vez que los primeros carecen del entorno adecuado para que su proceso educativo se preste en un ambiente digno.
Como quiera entonces que en el presente asunto y como se dijo al principio de esta decisión, ya existe una sentencia que guarda plena congruencia fáctica con la que ahora es objeto de estudio, por medio de la cual se ampararon los derechos de los accionantes, fallo este que tiene efectos inter pares al cobijar a todos los estudiantes de los grados tercero de primera y sexto de bachillerato del colegio demandado, considera la Sala procedente traer a colación algunos de los aspectos que allí se relevaron, con los cuales concuerda la Sala. En el referido fallo de tutela se sostuvo:

[...] llama la atención que la entidad accionada ha dicho que la reubicación es una medida transitoria, puesto que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público ya aprobó la partida presupuestal para la construcción de cuatro aulas adicionales a las existentes en la sede central de la I.E. “Nuestra Señora de Guadalupe”, entonces la medida de reubicación parece exagerada cuando se supone, es cuestión de meses para que todos los alumnos puedan gozar de sus clases en la referida sede central.  Por lo que bien puede decirse que la reubicación sería innecesaria ya que en algunos meses, como lo aduce el mismo representante legal de la Secretaría de Educación municipal de Dosquebradas en la contestación allegada a la presente acción constitucional, se estará construyendo un nuevo espacio donde podrán recibir clase los estudiantes que en la actualidad no gozan de un espacio digno para disfrutar de su derecho fundamental a la educación.

Así las cosas, al analizar las posibles consecuencias entre privar a 24 grupos de sus laboratorios, o permitir que los grupos de sexto y tercero de primera continúen recibiendo clases en salones no aptos para ello, pues resulta más gravosa esta última situación, ya que la carga que tiene que soportar los alumnos que actualmente reciben clase en la sede central no se equipara a la que soportan los menores reubicados fuera de ella, que como se dijo, se encuentra expuestos a agentes externos que incrementan situaciones imprevisibles.  Adicionalmente, no se desconoce que como se relata por parte de la secretaría accionada, fue la misma comunidad educativa a través de protestas y movilizaciones por las calles de la ciudad quien exigió a la administración que la totalidad de alumnos matriculados no podía estar en la sede principal y que por consiguiente se debería ubicar una parte de estos en lugar distinto y en la misa zona de influencia de la IE, sin embargo en ese caso se sacrificaron derechos de los estudiantes menores y vulnerables, siendo del resorte de la entidad accionada y en general de las autoridades educativas competentes, si es del caso, disponer para los laboratorios de física, química, sistemas, artes, electrónica, bilingüismo y la biblioteca, un lugar adecuado garantizando de esa manera la calidad educativa dentro del concepto de adaptabilidad, sin sacrificar en todo caso a los menores.[…]” 
.
En la mencionada Sentencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda, luego de amparar los derechos fundamentales agraviados, se impartieron órdenes a la Secretaría de Educación de Dosquebradas, así como al Rector del colegio accionado, a los cuales se les exigió que: “en el término de cinco (5) días, contados a partir  de la notificación de la presente providencia, procedan con el reintegro de los menores de los grados sexto y tercero de primaria a la sede central de la mencionado I.E., para lo cual, deberán acondicionar los laboratorios o salones que tengan dispuestos para cátedras que no requieran un uso constante, como lo son los laboratorios e arte, sistemas, electrónica, la biblioteca o cualquier otro que cumpla con el espacio y las condiciones físicas para ubicar a los estudiantes”. Así mismo que: “en el término de seis (6) meses contados a partir de la reubicación de los menores, la Secretaría de Educación municipal de Dosquebradas, deberá hacer entrega de las cuatro aulas adicionales a las ya existentes, para cubrir la demanda de alumnos.”  

Para esta Corporación, en consonancia con lo ya decido por el Tribunal Administrativo, los derechos a la educación, igualdad, seguridad y ambiente sano de la menor SALOME RÍOS SERNA, así como de los otros pequeños que hacen parte del grupo tercero, se encuentran siendo vulnerados por la Secretaría de Educación de Dosquebradas y la Institución Educativa Nuestra Señora de Guadalupe, y por ende se ampararán los derechos reclamados.

Como consecuencia de lo anterior, se hace necesario que por parte de esta Sala se impartan los correctivos oportunos con el fin de garantizar a la menor RÍOS SERNA sus derechos, pero como quiera que mediante sentencia de febrero 21 de 2017 que profirió el Tribunal Administrativo ya se dispusieron las medidas pertinentes para conjurar el quebrantamiento de las garantías constitucionales vulneradas, considera esta Corporación que se hace pertinente hacer extensivas esas órdenes a favor de la citada menor y con destino a la Secretaría de Educación de Dosquebradas y el Rector del colegio accionado.

De otro lado y como quiera que para la Sala por parte del Comandante de la Policía del Municipio de Dosquebradas, ni por parte del Ministerio de Educación Nacional se ha infringido derecho fundamental alguno, se dispone su desvinculación de esta acción constitucional.

6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELAN los derechos fundamentales a la educación, igualdad, seguridad y ambiente sano de los que es titular la menor SALOME RÍOS SERNA.
SEGUNDO: SE ACOGEN en su integridad las órdenes que frente al amparo de similares derechos fundamentales profirió la Sala Cuarta de Decisión del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda, en sentencia de tutela de febrero 21 de 2017, contra el Secretario de Educación del Municipio de Dosquebradas y el Rector de la Institución Educativa Nuestra Señora de Guadalupe de esa misma municipalidad.

TERCERO: DESVINCULAR de la presente acción al Ministerio de Educación Nacional y Comandante de la Policía Nacional del municipio de Dosquebradas (Rda.).
CUARTO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� La Sentencia T-671/06 prescribe al respecto: “La educación es un elemento indispensable para el desarrollo humano, ya que ofrece al individuo bases que le permitirán desempeñarse en el medio cultural que habita, al igual que recibir y racionalizar la información que existe a su alrededor y ampliar sus conocimientos. Es el factor de integración por excelencia, razón por la cual resulta imperativo su reconocimiento como derecho fundamental.”.[…] En la jurisprudencia de esta corporación, además, se ha hecho énfasis en la educación como un derecho personalísimo. Así mismo se considera importante, que de su núcleo esencial haga parte la permanencia en el sistema educativo y que como principal prestador del servicio público de educación, el Estado es quien debe desarrollar y adelantar políticas y gestiones necesarias para que el acceso se facilite y su cubrimiento permita asegurar una adecuada prestación, todo esto, con el fin de cumplir con los postulados de un Estado social de derecho”


� Ver las sentencias T-514 de 1998, T-510 de 2003, T-292 de 2004, T-794 de 2007 y T-458 de 2013.


� En la Sentencia C-022 de 1996, se dijo: “En el caso concreto del principio de igualdad, el concepto de proporcionalidad significa, por tanto, que un trato desigual no vulnera ese principio sólo si se demuestra que es (1) adecuado para el logro de un fin constitucionalmente válido; (2) necesario, es decir, que no existe un medio menos oneroso, en términos del sacrificio de otros principios constitucionales, para alcanzar el fin; y (3) proporcionado, esto es, que el trato desigual no sacrifica valores y principios (dentro de los cuales se encuentra el principio de igualdad)  que tengan un mayor peso que el principio que se quiere satisfacer mediante dicho trato.[…]”





� Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda, Sala Cuarta de Decisión, Sentencia de febrero 21 de 2017, radicación principal 6001233300020170008500, M.P. JUAN CARLOS HINCAPIÉ MEJÍA.
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